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1. Introducción

Antes de hablar de la situación de los indígenas en el estado de Chiapas, creo que tenemos que hacernos una idea  de la situación geográfica y económica de esa región.

El estado de Chiapas, está ubicado, en la parte suboriental de la república mexicana, limita con la república de Guatemala, y por sus características fisiográficas, tiene mayor similitud con Centroamérica, que con el resto de la república mexicana, ya que, las sierras, pueden considerarse, como la continuación de la formación orográfica del istmo centroamericano macizo montañoso, que forma la Sierra Madre de Chiapas y las planicies costeras, de pacifico, que se extiende entre las dos sierras (Sierra Madre del Centro y Sierra Madre de Chiapas). 

Chiapas colinda al norte con Tabasco; al este con la dicha República de Guatemala; al sur con la República de Guatemala y el Océano Pacífico; al oeste con el Océano Pacífico, Oaxaca y Veracruz-Llave. 

El estado de Chiapas, con su 73 724 Km2 de extensión, representa el 3.8 % de la superficie del país. El estado tiene una población de 3.920.515 habitantes, entre los cuales hay 809,592 indígenas.

Chiapas es un Estado de abundancias naturales, a pesar de esto su economía está orientada principalmente a la actividad agropecuaria; las actividades económicas se dividen en, sector primario: agricultura, ganadería, selvicultura, caza y pesca ocupando el 49.47%; el sector secundario: minería, extracción de petróleo y gas, industria manufacturera, electricidad, agua y construcción el 13.96%; el sector terciario: comercio, transporte y gobierno el 36.34% y otras actividades el 0.23%.

La majestuosidad de la tierra chiapaneca, así como su fertilidad hacen que la agricultura sea la actividad principal de los Chiapanecos, contando con una superficie cultivable de aproximadamente 1.2 millones de has. manteniendo a el 58% de la población económicamente activa. La producción del estado se basa en el cultivo de más de 35 productos de importancia económica y social, entre los que destacan el café, maíz, fríjol, cacao, soya, cacahuete, ajonjolí, plátano, caña de azúcar y mango, estos representan más del 90% del área cultivada. Además se cuenta con un potencial productivo para el hule, macadamia, aceite de palma africana, marañón, canela, pimienta, vainilla, cardamomo, flores tropicales, y plantas maderables. 

Todos estos cultivos se dividen en términos generales en tres grupos, Cultivos anuales que representan el 42.4% del total de la superficie cultivada en el Estado; Pastos Cultivados: ocupando el 35.8%; y las Plantaciones: que ocupan el 21.8% y que podemos describir como cultivos perennes. De todo este tipo de cultivos cabe mencionar que el 60% de la producción es destinada para mercados nacionales e internacionales y el 40% restante para el autoconsumo.

El Sector Industrial en Chiapas actualmente forma parte de los grandes generadores de divisas en el estado, ya que en la actualidad existen más de 8,000 establecimientos industriales, distribuidos en 44 ramos de actividad, en donde más de 27,000 jefes de familia encuentran en este sector su fuente de ingreso y subsistencia. La agroindustria Chiapaneca tiene su origen en los beneficios húmedos y secos de café, para después también formar parte de ella la producción de caña de azúcar, junto con el desarrollo integral de producción de crías, producción de alimento para animales, granja en engorda, procesamiento y comercialización de aves. Así como de los productos de ganado, de pesca y apicultura quienes se han diversificado para hacer crecer a los industriales.

En la actualidad se desarrollan iniciativas para invertir en proyectos relacionados con la industrialización de lácteos y sus derivados. Además se cuenta con establecimientos industriales del Sector Público como es: la generación de energía hidroeléctrica en las 7 presas del Estado y los 117 pozos petroleros que extraen 543,000 barriles diarios de crudo. En la actualidad la parte más rentable es en el norte del estado, donde se tienen los más importantes campos de producción.

Chiapas, por su estratégica posición geográfica nacional, es un punto importante para el comercio en los Mercados Internacionales sobre todo de Centro y Sudamérica, ya que comparte una franja fronteriza de 650 kilómetros con Guatemala y este es un gran puente para Centro y Sudamérica, actualmente cuenta con un enorme potencial exportador, y el café es un símbolo para la entidad y la espina dorsal de su economía así como el banano, el mango ataulfo, el cacao, etc.
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2. ¿Quiénes son los pueblos indígenas de México?

2.1    Panorámica general

México está constituido por una diversidad de pueblos y culturas, entre los que se encuentran una seria de colectivos culturalmente diferenciados del resto de la sociedad nacional que se han denominado Pueblos Indígenas. En la actualidad existen 59 pueblos distintos que en su conjunto hacen un total aproximado de 10 millones de habitantes, es decir, aproximadamente el 10% del total de la población nacional mexicana. Algunos Pueblos Indígenas se encuentran concentrados en un territorio relativamente compacto, mientras otros se hallan dispersos en muy distintas regiones. Algunos están formados por cientos de miles de personas, mientras en otros sólo sobreviven unas cuantas familias.

La condición india y la pobreza están, muchas veces, asociadas. El Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (INEGI) clasifica como extremamente pobres a todos aquellos municipios en que el 90% o más de la población son indígenas. Casi la mitad de los indígenas son analfabetos, cuando el promedio a nivel nacional es de poco más del 10% de la población. Alrededor de la mitad de los municipios indígenas carecen de electricidad y servicio de agua potable. El 80% de los niños indígenas menores de 5 años presentan elevados índices de desnutrición.

Un problema de definición

Desde la colonia, pasando por el período independiente, la revolución y hasta el presente, existe un gran debate acerca de la definición y caracterización de los indígenas. 

Cuando los europeos entraron en contacto con las sociedades originarias del continente americano, les asignaron la categoría de "indígenas" o de "indios" a los diversos pueblos que mantenían identidades propias y culturas específicas; una categoría diferente e inferior desde el punto de vista racial, cultural, lingüístico, intelectual o religioso. De tal forma, la diversidad étnica de todos los habitantes quedó anulada y sin posibilidades de desarrollo propio y evolución. 

El Gobierno Mexicano ha adoptado como criterio único de atribución del nombre de “Pueblos Indígenas” la cuestión de la lengua. Las organizaciones indígenas contestan este criterio porque dicen que no responde a la realidad, pues existen muchos miembros de los Pueblos Indígenas que, aunque han perdido la lengua, siguen conservando otras características esenciales al ser indígena.

La ONU recomienda que “el uso de criterios y definiciones ajenos a esas poblaciones (las indígenas) no da un cuadro verdadero de la importancia numérica de las mismas” y que en “estimaciones y censos de las poblaciones indígenas ha de tomarse en cuenta que, además de ser un derecho que debe corresponder enteramente a esas poblaciones el de determinar quienes son y quienes no son miembros de sus comunidades, éste es el medio más eficaz de establecer cuantas personas son indígenas dentro de la población del país”.

Una definición más amplia de los Pueblos Indígenas es presentada por José Martínez Cobo: “son comunidades, pueblos y naciones indígenas los que, teniendo una continuidad histórica con las sociedades anteriores a la invasión y precoloniales que se desarrollan en sus territorios, se consideran distintos de otros sectores de las sociedades que ahora prevalecen en esos territorios o en parte de ellos. Constituyen ahora sectores no dominantes de la sociedad y tienen la determinación de preservar, desarrollar y trasmitir a futuras generaciones sus territorios ancestrales y su identidad étnica como base de su existencia continuada como pueblo, de acuerdo a sus propios patrones culturales, sus instituciones sociales y sus sistemas legales”.

En este trabajo hacemos referencia a esta definición.

Breve historia de los indígenas en el Estado Mexicano

Antes de la colonización había en México muchas entidades político-territoriales diferentes que no fueron reconocidas por los europeos. Uno de los efectos más notable de la dominación colonial fue la recreación de la comunidad como núcleo sociocultural. Las congregaciones y las reducciones de estas comunidades dieron lugar a los “Pueblos de Indios”, jurídicamente concebidos como repúblicas de indios.

La comunidad había existido antes del régimen colonial; pero con éste sufrió una alteración esencial. Respecto al pasado prehispánico, el gran cambio consistió en convertir el núcleo comunal en el único espacio social de los indios, eliminando los preexistentes pisos superiores de organización socioeconómica, cultural y política, y la territorialidad que les correspondía. Cada uno de los núcleos se vinculó directamente con el poder español, sin que mediara entre comunidad y Estado colonial ninguna estructura política intermedia como expresión indígena de una autoridad supracomunal. La territorialidad de las etnias indígena se redujo a la comunidad.

En la primera Constitución mexicana, al constituirse de Estado Mexicano en 1824, el trato dado a los Pueblos Indígenas fue semejante al trato que se impartía a los extranjeros; no se hizo mención de la existencia de los Pueblos Indígenas, y muchos constituyentes propusieron desechar del lenguaje constitucional la palabra “indígena”. Los indígenas adquirieron las libertades y los derechos de los demás sectores de la población, pero, en muchos casos, fueron también objeto de leyes y reglamentos especiales, que los mantuvieron en situación de marginación e inferioridad con respecto a la población mestiza y blanca. 

La Constitución de 1857, del Gobierno Liberal del movimiento de la Reforma, excluyó de toda consideración a los pueblos indígenas; ellos fueron sometidos a una campaña de despojo de las tierras comunales, que pasaron a manos de grandes terratenientes. Tal expropio dio origen al grito de “Tierra y Libertad” encabezado por el movimiento zapatista en el centro y sureste mexicano, y en el norte por el villismo, que confluyeron en que el se conoce como la Revolución Mexicana.

La Constitución de 1917 en general no retomó las demandas sustantivas de los Pueblos Indígenas, aunque en lo particular daba una respuesta oportuna a la demanda concreta de la tierra: reconoció el derecho a la tierra de las comunidades que la poseían bajo el régimen de bienes comunales, y a los antiguos pueblos se las devolvió bajo un nuevo régimen, llamado ejido. 

De 1917 en adelante, la idea de un estado homogéneo que ignoraba radicalmente a los Pueblos Indígenas comenzó a ser puesta en practica por los gobiernos post-revolucionarios; en particular, el diseño de la Educación hecho por José Vasconcelos bajo la idea del nacimiento de una nueva raza denominada por él “raza cósmica”, originó un tipo de pensamiento con pretensiones homogeneizantes e individualistas, con la clara consigna de que el pasado mexicano era indio, pero que el futuro sería todo menos eso.

De igual manera se llevó a máxima expresión la concepción de un Estado conformado por individuos y no por colectividades diversas. Esta idea desconoció la existencia de pueblos y colectividades diferenciadas en el marco del Estado naciente.

Entre este marco general se instituyeron desde el Estado las políticas integracionistas hacia los Pueblos Indígenas: su meta ultima era integrarlos al desarrollo nacional, bajo la premisa de que su situación de pobreza y marginación se debía a “sus condiciones culturales y sistemas de vida”.

Identidad indígena 

El indígena de hoy es muy distinto del que prevalecía en la época colonial e, incluso, hace 30 años. Sin embargo, a pesar de los cambios, mantiene ciertos rasgos culturales de su origen y persiste sin asimilarse, sin renunciar a su identidad, la que se expresa en formas de: vida comunitaria, comunicación oral a través de su lengua, relación con la naturaleza, medicina y una sabiduría ancestral. El mantenimiento, a lo largo del tiempo, de la identidad étnica y cultural está estrechamente vinculado con el funcionamiento de instituciones sociales y políticas. 

La cosmovisión y filosofía de los pueblos indígenas se manifiestan en su simbología lingüística, en una manera de ver el mundo, de practicar las relaciones humanas, de concebir la relación del hombre con la naturaleza que, penetrada por un profundo misticismo y religiosidad, involucra todas las instituciones de las sociedades indígenas: la familia, las ceremonias religiosas, el gobierno y las relaciones productivas. 

En la comunidad indígena se combina lo tradicional con lo "moderno", relación que ha modificado ciertas formas comunitarias, sus gustos, su lengua y sus formas de organización. Esta dinámica, que se observa en el mundo indígena, es el resultado de un choque entre dos fuerzas: por un lado, el sistema tradicional obstaculiza la fácil entrada de lo moderno y por el otro, lo moderno tiende a intervenir en la vida de las comunidades. 

Los idiomas indígenas constituyen el eje central de la identidad, como vehículo de comunicación entre los miembros de la comunidad y con las otras comunidades de la región étnica. Las lenguas indígenas se clasifican por grupos lingüísticos, troncos, familias, subfamilias y lenguas Desde el punto de vista del desarrollo, se ha comprobado que el fortalecimiento de los sistemas propios de comunicación de los pueblos indígenas constituye un factor clave para el acceso a la educación formal, básica, media y superior, para el cambio social y cultural y para los proyectos de desarrollo productivo. La negación de sus lenguas condujo a la ocultación del ser indígena, integrándose a medias al idioma nacional. 

El parentesco es el soporte de la organización social y la familia, la unidad de acción. En la familia es donde se toman las decisiones básicas, tanto políticas y económicas, como religiosas. El soltero y la soltera no son considerados miembros adultos de la comunidad, se les niega cualquier responsabilidad. 

La existencia de los mecanismos de conservación de la identidad, basados en la comunidad, no garantiza por completo la integridad de las comunidades indígenas. Más, como modo de supervivencia, las formas tradicionales de producción, los sistemas comunitarios de gobierno y las ceremonias dan continuidad y significado a todo aquello que, durante más de 500 años, se ha mantenido y ha sido bastante eficaz.

A partir de la comunidad se han engendrado también unos tópicos ideológicos que operan como mitos compensatorios ante nuevas amenazas. El más destacado consiste en sostener la enorme fortaleza de la comunidad, que la hace prácticamente “imbatible”. El lema parece ser: se han sobrevivido hasta aquí, sobrevivirán en el futuro. La supervivencia misma es la prueba de la fortaleza. Pero se tiene que llamar la atención sobra un hecho incontrovertible: las etnias pueden sobrevivir, pero también pueden perecer. En la época contemporánea los apoyos encaminados a defender la pluralidad que pueden ofrecer los sectores no indios son un factor crucial para el éxito de procesos políticos plurales, pero activar estas fuerzas, pero, se requiere dejar d lado la apelación a tópicos míticos sobre las etnias “invencibles”.

El centro motor de los pueblos indígenas contemporáneos es su sistema de organización política y religiosa. Este sistema gira en torno a la organización del culto, que incumbe a todas las familias de la comunidad. Cada año, un grupo diferente de hombres y mujeres, llamados mayordomos o cargueros, se responsabiliza de apoyar la celebración de los oficios religiosos, comprando las velas, el alimento, el aguardiente, el incienso, los cohetes y haciéndose cargo de todos los gastos necesarios. 

Un hombre no busca generalmente llegar al cargo político por iniciativa propia, ni lo utiliza para fines personales. El poder es otorgado por la asamblea comunitaria y transmitido cada cierto lapso a un grupo nuevo. Las autoridades comunitarias trabajan de tiempo completo y no perciben un salario. Siguen siendo campesinos miembros de la comunidad, continúan participando en los ritos y en las ceremonias, y practicando sus relaciones de parentesco y compadrazgo. 

2.2    Los indígenas de Chiapas

Chiapas se caracteriza por una enorme diversidad geográfica, económica, social y cultural, de tal forma que concentraciones humanas con sumo contraste pueden estar separadas unas de otras por tan sólo unos kilómetros. Tal diversidad impone acercarse a la realidad chiapaneca necesariamente a través de sus nueve regiones: Centro, Altos, Costa, Soconusco, Fronteriza, Frailesca, Sierra, Selva y Norte. Estas regiones agrupan a los 111 municipios, de los cuales 58 son considerados con 30 por ciento y más de hablantes de lengua indígena. 

Los pueblos indígenas habitan principalmente cuatro regiones: Norte, Centro, Selva y Altos. Los Altos y parte de la Norte constituyen el hábitat tradicional, de donde se han dado los flujos migratorios más importantes a otras zonas del estado, formando nuevos asentamientos, como es el caso de la Selva Lacandona, el Soconusco y la región Frailesca. 

Tres son las tradiciones básicas que conforman la cultura contemporánea de Chiapas: la de los diferentes pueblos originales, la europea en su variante hispana y la afroantillana.

Estas tradiciones, con sus variantes internas, resultaron en un mestizaje cultural, al que se han agregado otras corrientes, tanto europeas (alemanes, ingleses) como asiáticas (chinos), durante la segunda mitad del siglo XIX, y que hoy conforman el Ser chiapaneco. La tradición de los pueblos originales está presente en las comunidades indias, en las que se notan rasgos de diferenciación en el idioma, la cosmovisión, la religión, las formas de gobierno, las estructuras y formas sociales y el arte. Los descendientes de la corriente europea castellana forman parte de la tradición cultural hispana y se identifican con una versión regional de la cultura nacional mexicana. Sin embargo, ninguna de las respectivas culturas es originaria, puesto que a lo largo del tiempo se han ido mezclando, proceso que suele denominarse "sincretismo". 

Flujos migratorios ocurridos en la década de 1980 contribuyeron a la pluralidad cultural del estado; son los refugiados guatemaltecos que huyeron por la represión de la que fueron objeto durante el gobierno militar de la época. La mayoría de estos refugiados (50 000 hasta 1990) son campesinos indígenas provenientes del noroeste de Guatemala, de los departamentos de Huehuetenango y Quiché. 

A pesar de los grandes cambios económicos que ha vivido el estado, la antigua oposición entre indígenas y ladinos (mestizos) no se ha diluido, sino que, por el contrario, parece haber cobrado renovadas fuerzas en los últimos decenios. Para empezar, el grueso de la población ladina (mestiza) se concentra en dos municipios de los Altos: San Cristóbal de las Casas y Teopizca; en las demás comunidades la población indígena es ampliamente mayoritaria. En las otras regiones su presencia cada vez va en aumento, como resultado de los flujos migratorios. En los municipios de mayoría indígena, que son 58, se ha dado un proceso de reindianización, que se manifiesta en el cada vez más reducido porcentaje de población ladina que habita en ellos, en el acceso de indígenas a todo tipo de cargos públicos locales, y en el uso consciente de diversas manifestaciones culturales indígenas con fines políticos. 

Identidad de los indígenas del Chiapas

Para comprender la realidad de los pueblos indígenas en Chiapas es necesario remitirse a la composición étnica mesoamericana, es decir, a la diversidad de lo indio en los diferentes contextos en que se ubica dentro del estado. Asimismo, la identidad es el resultado de varios procesos, a través de los cuales se ha ido reconstituyendo y reinventado. 

La experiencia chiapaneca involucra tres regiones: la zona de los Altos, tzotziles y tzeltales, que tiene como eje a San Cristóbal de las Casas; la zona Norte, zoques y tzotziles; la zona cho’l tzeltal, que tiene como centro a Palenque y ciudades del norte; Ocosingo y parte de la Selva. La Selva se nutre de las poblaciones altas, tanto de la parte chol como de la tzeltal-tzotzil, y este movimiento es particular en el caso de las cañadas, en donde hay migración hacia tierras nuevas, con una fuerte carga de llegar a la tierra prometida. Quienes se dirigen hacia allí quieren un pedazo de tierra, unas cuantas cabezas de ganado, sembrar cafeto y tienen el afán de asentarse terrenalmente. Pero, sobre todo, llevan la experiencia comunitaria de articularse en sistemas políticos y sociales complejos sobre una base igualitaria. 

La diferencia entre los pueblos de la Selva y los de los Altos se encuentra en que los primeros aparentemente no tienen una enorme ritualidad y complejidad en las ceremonias religiosas, como los de los Altos; sin embargo, subsisten la religiosidad, los ritos en la vida cotidiana, en las formas de gobierno, en el trabajo y en la vida familiar. Esto los vincula con las tierras altas. 

En estos constantes movimientos entre tierras altas y selva hay un vínculo claro, pero un desarrollo distinto. La experiencia en la Selva, con comunidades igualitarias con propuestas democráticas, constituye un espacio que se configura de una manera plurilingüe, diversa, de respeto a las diferentes lenguas. El hecho de que el español y el tzeltal sean una lengua franca, constituye un proyecto novedoso que se está creando en este espacio selvático, un proyecto que anuncia la coexistencia de comunidades con diferentes idiomas. 

A partir de los años ochenta y noventa se puso de manifiesto la migración a las ciudades, lo que ha transformado y continúa transformando profundamente buena parte de las comunidades. El concepto de una comunidad aislada cambió, porque las comunidades ahora tienen vínculos con diferentes ciudades, la gente envía recursos a sus comunidades. Por ejemplo, para tener derecho a ser enterrado en el pueblo de origen, debe enviar dinero y, así, conservar su condición de ciudadano. Esto transforma sustancialmente a estas comunidades, las convierte en redes que abarcan varias ciudades, pero que tienen como punto de referencia a la comunidad que revalora y metaboliza las influencias venidas de fuera. Las comunidades agrarias hoy en día se encuentran en procesos de transformación que no implica el abandono de ser tzotzil o tojolabal. 

2.3    Los derechos indígenas

Para derechos indígenas se entienden el conjunto de exigencias y demandas planteadas por esos pueblos ante el Estado mexicano para dar solución a los añejos problemas de desigualdad, exclusión, marginación, discriminación y en general la colonización a las que han estado sometidos; estos derechos tienen una naturaleza esencialmente colectiva.

Se intenta concebir el Estado más allá de la individualidad de quienes lo conforman, para ver a México como un conglomerado formado por colectividades culturalmente diferenciadas. Por eso no se habla solamente de derechos individuales de los mexicanos, sino también de derechos colectivos, cuyos sujetos son las comunidades y pueblos existentes en el marco de este Estado. 

Los derechos indígenas son exigencias que han estado latentes en la vida cotidiana de esas comunidades desde hace mucho tiempo, tienen, por tanto, una dimensión histórica, porque son un conjunto de demandas a las que ellos nunca han renunciado.

Estos derechos, en cuanto derechos colectivos, están siendo planteados desde un marco de una nueva concepción de los derechos humanos; es decir, se pretende armonizar y complementar los derechos individuales con aquellos colectivos para darles una doble dimensión a los derechos humanos, entre una interdependencia mutua.

Los derechos fundamentales en torno a los cuales giran las demandas de los Pueblos Indígenas se pueden sintetizar básicamente en 5 conceptos: 

· el derecho al reconocimiento como pueblos;

· el derecho a la libre determinación mediante la autonomía;

· el derecho a las tierras y territorio indígenas;

· el derecho al reconocimiento de los sistemas jurídicos propios;

· el derecho al desarrollo desde una óptica propia.

El derecho al reconocimiento de los pueblos indígenas con culturas diferenciadas

El reconocimiento que existen unos Pueblos es el punto de partida para que se admita que hay derechos colectivos.

Los indígenas obtienen su identidad en tanto son miembros de una familia y de una comunidad, y nunca de manera aislada, como individuos separados. Los derechos y las obligaciones individuales, en la cultura indígena, derivan de los derechos y obligaciones que tienen por ser miembros de una colectividad.

Quienes habitaban los territorios americanos antes de la llegada de los europeos eran pueblos, los indígenas reivindican una continuidad con esas poblaciones y piden de ser reconocidos, también ellos, como pueblos.

El derecho a la libre determinación mediante la autonomía

Segundo la Carta Internacional de Derechos Humanos de la ONU, el derecho a la libre determinación lo poseen todos los pueblos. Se puede ejercer de diferentes maneras, unas de las cuales es la Autonomía. Esa permite la expresión de la libre determinación interna de los pueblos y no implica el ejercicio del derecho a la libre determinación externa. La autonomía no tiene que ser confundida con soberanía, porque esta es facultad que únicamente poseen los Estados.

El régimen de autonomía tiene la virtud de vincular la demanda de reconocimiento de derechos para los Pueblos indios con la necesidad de democratizar la sociedad, descentralizar políticamente la nación y definir un nuevo modelo económico que no sea excluyente de las mayorías. Para los indígenas, la autonomía no constituye sólo una opción más a ensayar, un camino que puede tomarse o no; en realidad, es la vía que mejores perspectivas ofrece a las etnias para su permanencia y florecimiento. Si la comunidad es el núcleo actual de la etnicidad india, las amenazas contra la primera ponen en peligro a la segunda. En este sentido, la autonomía regional, en tanto supone no sólo la consolidación de la comunidad sino además la ampliación de la territorialidad es quizá la ultima oportunidad u opción histórica para los Pueblos Indios.

El reconocimiento de regímenes autonómicos en su máxima expresión incluiría la facultad legislativa del ente autónomo.

El derecho a las tierras y territorios indígenas

La legislación mexicana concibe el término territorio asociado con los conceptos de nación, estado y soberanía, y se define como un espacio claramente delimitado con unos limites o fronteras internacionalmente reconocidos, en el cual el aparato del Estado mexicano puede ejercer su soberanía sin injerencias ajenas.

Para el caso de comunidades y de los “grupos” indígenas la ley no utiliza el concepto de territorios sino de tierras.

En los pueblos indígenas un individuo o una familia obtiene el derecho a usufructuar una porción de tierra en tanto que forma parte de una colectividad social; lo determinante es el hecho de formar parte de un grupo de parentesco y de una comunidad, y sólo a partir de eso se relaciona una persona con la tierra.

Además, la Tierra está revestida de un fuerte significado espiritual: la Tierra es Madre, sagrada y tiene derecho a un profundo respeto. En la concepción indígena la Tierra no puede ser concebida como una mercancía u objeto de cualquiera, no es posible comprar y vender a su Madre.

Para los pueblos indígenas es básico seguir conservando íntegramente sus territorios y continuar manteniendo la tendencia comunal de su tierras, porque así es posible preservar su cohesión social, conservar las formas de trabajo gratuito y colectivo en beneficio de toda la comunidad y asegurar el patrimonio y el futuro de las próximas generaciones.

El derecho al reconocimiento de los sistemas normativos indígenas

Dentro su utilización más común, el Derecho suele definirse como un cuerpo de normas abstractas, explícitas y escritas asociadas a un aparato de sanción basado en la coacción. En el caso de los pueblos indígenas hay una falta de normas escritas, y por eso hay gente que afirma que los indígenas no poseen Derecho, sino únicamente costumbres o derecho consuetudinario.

En las sociedades indígenas el conjunto de normas que rigen la convivencia colectiva ha demostrado tener una gran vigencia y eficacia. Esto derecho indígena tiene unas características propias como el carácter oral, un enfoque integral y flexible y la colegialidad en el dictamen de resoluciones.

Sobra este punto hay una serie de demandas por parte de los indígenas: reconocer la existencia de los Sistemas Jurídicos Indígenas, delimitar los espacios culturales en los que no debe interferir el orden jurídico nacional y reconocer constitucionalmente la facultad jurisdiccional de las autoridades indígenas.

El derecho a un desarrollo desde la óptica propia

Frente a una idea de desarrollo indígena entendido como integración al “desarrollo nacional”, ha surgido una propuesta indígena de que el crecimiento y florecimiento debe partir de ellos.

Esta concepción tiene como base la cultura tradicional indígena y un profundo respeto de la naturaleza: este trinomio (desarrollo-cultura-naturaleza) viene a construir el punto desde el cual empieza la búsqueda de una forma propia de desarrollo que integra las tecnologías y los conocimientos de “fuera” con las tradiciones indígenas pensando en el equilibrio ecológico..

3. Notas para comprender el origen de la rebelión zapatista

El 1 de enero de 1994 fueron tomadas siete cabeceras municipales en el estado de Chiapas por el Ejercito Zapatista de Liberación Nacional (EZLN), desconocido hasta entonces. El EZLN movilizó una fuerza calculada entre diez y quince mil combatientes, en su mayoría indígenas tzeltales, choles, tojolabales y tzotziles.

No obstante esa composición social, el levantamiento zapatista esta lejos de ser un movimiento étnico, y de buscar la instauración de sociedad puramente indígena, y tampoco es expresión de la contradicción tradición-modernidad, que caracterizaron los movimientos campesinos de principios de siglo pasado. Por el contrario, se trata de un movimiento armado que reivindica demandas propias de las sociedades modernas: democracia, libertad y justicia.

El EZLN es el resultado de un largo proceso de organización y lucha del pueblo mexicano por la democracia política, la libertad política, los derechos humanos y la impartición de justicia.

La pregunta que surge es ¿por qué Chiapas? Por que aquí se combinan problemas estructurales y coyunturales con resabios históricos que hacen de Chiapas una sociedad sumamente polarizada y porque aquí existen tradición de lucha y organización de los pueblos indígenas.

3.1   Antecedentes históricos

En 1824 los chiapanecos decidieron, mediante un plebiscito, incorporarse a la república mexicana. Durante los tres siglos anteriores, Chiapas había sido una provincia de la Capitanía General de Guatemala. 

Entre 1824 y 1880 surgió en Chiapas la oligarquía terrateniente que hizo crecer sus cercas y sus propiedades, apoderándose de las tierras del clero y de las comunidades indígenas. Así, unas cuantas familias se hicieron legal e ilegalmente de extensos territorios; eran finqueros dedicados a la ganadería extensiva y el trabajo en sus fincas era realizado por peones acasillados y baldíos, una especie de siervos sometidos a la servidumbre.

En la época de Porfirio Díaz (1876-1911) arriban en Chiapas inversionistas extranjeros de origen ingles, alemán, norteamericano, español, francés, entre otros. Estos capitalista compraron tierras a compañías deslindadoras y fundaron fincas dedicas a la producción de café, a la explotación de caucho, chicle y de madera. Miles de indígenas fueron trasladados a las fincas cafeteras por enganchadores, una especie de contratistas que funcionaban como intermediarios entre los trabajadores indígenas y los dueños de las fincas.

En 1914 se inició la revolución en Chiapas. El general Jesús Agustín Castro dispuso una serie de leyes, entre ellas, una conocida como Ley de Liberación de Mozos que ordenaba la abolición de la servidumbre por deudas: “no hay sirvientes en el estado de Chiapas”, se puede leer.

Los finqueros, que sintieron que les quitaban una de las bases más importantes de su sistema económico y político, se levantaron y crearon la Brigada Libre de Chiapas e iniciaron una guerra al estilo guerrillero. En 1916 llegó a Chiapas un hijo de finqueros a capo de un grupo de revolucionarios de Ejercito Liberador del Sur, Emiliano Zapata.

En el 1920 las dos partes se acordaron y la servidumbre se mantuvo intacta, pero, para atender a las demandas de reparto agrario se declararon afectable las propiedades que excedieran las ocho mil hectáreas.  Unos estratagemas legal, pero, evitaron el reparto agrario y cerraron la posibilidad para que la revolución mexicana realizara en Chiapas una reforma económica y social.

El periodo de mayor reparto de tierras corresponde al régimen cardenista (1934-1940). En el periodo comprendido entre 1940 y 1960, el reparto se realizó fundamentalmente sobre terrenos nacionales y se promovió la colonización de las áreas boscosas. En Chiapas miles de indígenas choles, tzotziles y tzeltales emigraron a la Selva Lacandona.  Aquí, pero, se enfrentaron a los ganaderos privados cuyas cercas caminaban y se extendían sobre las tierras por ello conquistados. El Gobierno de la República emitió un decreto de titulación y reconocimiento de bienes comunales a favor de las familias lacandonas. Los choles, tzotziles y tzeltales que habían emigrado a la Selva deberían reagruparse en tres nuevos centros de población propuestos por el Gobierno.

Esa política de colonización, como solución al conflicto agrario, protegió a los terratenientes y de esa manera la estructura agraria chiapaneca no se modificó. En esa región empezaron y se desarrollaron procesos organizativos independientes de grupos de campesinos, indígenas y mestizos a principio de los setenta. Pero a eso factor histórico se agregan otros de carácter coyuntural, como la crisis de la agricultura y de la economía mexicana desde medios de la década de los setenta, la explotación petrolera, la introducción de nuevos cultivos y de tecnología en la ganadería en la década de los ochenta.

3.2   Modernización económica excluyente y TLC

En Chiapas el 58.1 por ciento de la Población Económicamente Activa (PEA) se ocupaba, en el 1990, de agricultura y ganadería. Del medio rural depende la economía estatal y allí se presentan los conflictos sociales más álgidos. Una de las razones principales parece estar en la concentración monopólica de la tierra y en una distribución desigual del ingreso en el campo y la falta de empleo.

Desde medianos de la década de los sesenta la economía chiapaneca ha sido sometida a un proceso de modernización: la construcción de las presas hidroeléctricas, la explotación petrolera iniciada en 1972 y la modernización de la agricultura y la ganadería. Estas tres vías de modernización han destituido relaciones económicas fundadas en la semiservidumbre y abierto el paso al surgimiento de nuevos grupos de poder económicos y político; el petróleo ha provocado profundos desajustes en los ecosistemas y ha destruido las bases de la economía agrícola y ganadera.

En una situación económica de crisis, legada a la necesidad por México de importar alimentos, se tiene que considerar la siempre mayor presencia de guatemaltecos en el estado de Chiapas. Estos migrantes y refugiados políticos desplazaron a más de veinticinco mil trabajadores chiapanecos que cada año se ocupaban en las plantaciones cafeteras y algodoneras. Como resultado de esta situación aumentó la población en las ciudades, los indios de los altos aumentaron la producción artesanal y es evidente su presencia en unas ciudades donde buscan el empleo que no encuentran en sus pueblos.

Durante los últimos veinte años, la política económica del Gobierno Federal se ha orientado al apoyo de cultivos forrajeros y de exportación, en detrimento de los cultivos alimenticios.

El Tratado de Libre Comercio de América del Norte de 1994

El 1 de enero de 1994 entró el vigor el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLC o NAFTA) entre México, Estados Unidos y Canadá.

El TLC es un conjunto de reglas para fomentar el intercambio comercial y los flujos de inversión entre los tres países, mediante la eliminación paulatina de los aranceles o impuestos que pagan los productos para entrar a otro país; el establecimiento de normas que deben de ser respetadas por los productores de los tres países, y los mecanismos para resolver las diferencias que puedan surgir.

El TLC asegura las reformas neoliberales, pero, segundo algunos estudiosos, esas han dado marcha atrás a años de progreso en los derechos laborales y el desarrollo económico, provocando el empobrecimiento y el sufrimiento de las masas junto con el enriquecimiento de unos pocos y de los inversionistas no mexicanos.

La Conferencia Episcopal Latinoamericana condenó el acuerdo, preocupada que la economía de mercado no se convierta en algo de absoluto a lo que se sacrifique todo lo demás, acentuando la desigualdad y la marginación.

El acuerdo fue también rechazado por muchos trabajadores y sindicatos, los cuales advirtieron de su impacto en los salarios, los derechos laborales, el ambiente, la perdida de soberanía, el aumento de la protección a los derechos de las corporaciones y de los inversionistas, y el debilitamiento de las opciones para el desarrollo sustentable.

El debate respecto el TLC se concentró principalmente en los flujos de empleo. Los beneficiados fueron los sectores basados en y alrededor de las finanzas, las empresas de banca, telecomunicaciones y servicios estadounidenses, compañías de seguros y  similares, industria del sector de la alta tecnología. Pero The New York Time individuó también “perdedores”, principalmente mujeres, negros, latinos y trabajadores medianamente capacitados en general.

El alzamiento de EZLN, no a caso, coincidió con la feche de entrada en vigor del TLC, definido por los zapatistas una sentencia de muerte para los indígenas, un regalo para los ricos.

3.3   Periodos de desarrollo del movimiento campesino 

La lucha del campesinado chiapaneco surge con mayor fuerza en el momento en que en el ámbito nacional el movimiento campesino entre en una fase de reflujo.  Este nuevo periodo, el de 1976 en adelante, es la resistencia de un sector de campesinos localizados en zonas de agricultura temporalera y de subsistencia. El movimiento campesino tiene que enfrentarse a un ambiente social y político permeado por la violencia cotidiana.

El proceso de lucha y organización de los campesinos chiapanecos se intensifica a principios de los años setenta y se inició y desarrolló en torno a dos vertientes: el congreso indígena de 1974 en San Cristóbal de las Casas, y los movimientos que se desarrollaron paralelamente y que dieron origen a otras experiencias de organización y de lucha.

Este primero periodo (1974-77) del movimiento campesino se caracterizó por el incremento de las invasiones a propiedades privadas en todo el estado, y por la violencia con que respondieron las esferas gubernamentales y los propios finqueros frente a las demandas de tierra.

Un segundo periodo comprende los años 1978 y 1979 y ve la llegada en Chiapas de las primeras organizaciones políticas de izquierda que incidieron en el joven movimiento campesinos. El conflicto se extendió en otras regiones del estado, ampliándose también en las demandas campesinas.

Línea Proletaria intentó canalizar las instancias políticas y económicas de los campesinos y se llegó a crear la Unión de uniones y Grupos Campesinos solidarios de Chiapas; por otro lado surgió la Central Independiente de Obreros Agrícolas y Campesinos. 

Las instalaciones petrolíferas de la Pemex contaminaron la naturaleza de algunos comunes de Chiapas y  las acciones conocidas como “tapas” comenzaron en 1981, cuando se multiplicaron las demandas por indemnización y muerte de ganado, contaminación de agua, corrosión de alambre y techos, destrucción de frutales, expropiación de tierras y demora excesiva en el pago de indemnizaciones ofrecidas por parte de Pemex.

El proceso de organización y lucha campesina registra una tendencia ascendente, no obstante que no siempre acontece en una misma comunidad o región.

Un tercer periodo (1980-84) puede ser definido para la nacida de formación de organizaciones sociales con distintas tácticas y métodos de trabajo. Entre las otras, se señala, la Organización Campesina Emiliano Zapata.

Las movilizaciones fueron constates y masivas de 1980 a 1985; la represión también fue sistemática y se convirtió en un mal endémico provocando el desgaste y la debilidad del movimiento.

A partir de 1985 se inicia una nueva etapa de la lucha agraria: las organizaciones se dividieron y surgieron otras, a la lucha por la tierra se sumaron las vinculadas con la producción.

En 1986 hubo lugar el Primer Congreso Campesino y las principales demandas estuvieron relacionadas con la producción y la comercialización. 

Las luchas y las organizaciones se diferenciaron entre las varias regiones del estado. En 1992 indígenas de tres organizaciones realizaron la marcha por la paz y los derechos humanos de los Pueblos indígenas a la ciudad de México.

La lucha y la organización en el campo adquirieron nuevas características: la demanda de libertad política, democracia, reconocimiento étnico y de la dignidad indígena.

El primero de enero de 1994 miles de indios organizados en el EZLN conquistaron siete ciudades y pusieron fin a un periodo de transición del movimiento campesino. Empezó un nuevo proceso caracterizado por la presencia armada de una organización político–militar en el territorio de Chiapas.

4. La educación y la autonomía indígena

Antes de hablar de la situación de la educación en Chiapas y de la relación entre esa y la autonomía indígena, creo que puede ser útil dar una mirada a la situación general de la educación en América Latina. A lo largo del siglo XX, los países latinoamericanos han sufrido constantes cambio en las concepciones y estrategias de sus sistemas educacionales; las sucesivas y diferentes propuestas de reforma han abarcado casi todos los aspectos susceptibles de ser transformados en los sistemas educacionales y han sido determinadas por factores externos.

En las planificaciones de la educación, además, tienen mucha importancia la pobreza, el origen social, y todo el contexto donde la acción tiene lugar.

4.1   En América Latina: equidad en la educación 

Los escasos resultados de los cambios impulsados a partir de los ’60 y el escepticismo generado acerca de las posibilidades reales de modificar el funcionamiento de la administración de los sistemas educacionales contrastan con los actuales consensos, que otorgan importancia prioritaria a la educación y al conocimiento como factores centrales del desarrollo y de la competitividad de los países latinoamericanos, así como con la de que habría nuevos elementos estratégicos que harían el cambio educativo más urgente y factible.

En la década pasada el discurso de la globalización y el dominio de la lógica del mercado han influido en la vigencia de la retórica del capital humano. En un escenario hipotético, sin conflictos ideológicos ni utopías significativas, se asigna a la escuela el papel de habilitar a los individuos para que obtuvieran ingresos compatibles con un nivel de vida ‘civilizado’, de modo que el resultado agregado de la suma de esas conductas fuese economías local e internacionalmente sostenibles. Hay dos elementos que llaman poderosamente la atención de esta nueva retórica: la eliminación de la movilidad social como objetivo y la propuesta de subordinar los procesos educativos a las necesidades económicas.

La convicción que la educación progresó mucho más lentamente en América Latina que en el resto del mundo ha sido uno de los estímulos principales del cambio de lógica educativa.

Las nuevas políticas educativas tienen relación con un punto de partida inédito para la región latinoamericana: el notable crecimiento de las tasas de escolaridad en todos los niveles del sistema educativo y la no-correspondencia entre dicho aumento de oportunidades de acceso a la escolaridad con los deficientes resultados de aprendizaje obtenidos.

Los cambios en la economía mundial y regional a fines de los 70’ e inicios de los 80’ generaron exigencias que afectaron a la educación. La gran contradicción que se vivió en muchos países fue la coexistencia del aliento al crecimiento de la matrícula escolar con una política orientada a la reducción de los gastos públicos, incluidos los correspondientes a la educación. 

Una tesis central que diferencia los requerimientos del actual cambio educativo de los de la educación anterior, es que antes se trataba de formar personas con conocimientos que sirvieran para toda la vida y ahora se buscan mecanismos flexibles que permitan a las personas aprender permanentemente. Las principales recomendaciones insisten para una construcción de una “sociedad educativa” que asuma el concepto de educación durante toda la vida con sus ventajas de flexibilidad, diversidad y accesibilidad en el tiempo y el espacio, y que basa el accionar educativo presente y futuro en el aprender a ser, a hacer, a conocer y a convivir.

Desde inicios de los ‘90 las reformas tuvieron por objeto acrecentar los recursos destinados a la educación provenientes de fuentes nacionales, uniendo las de carácter público con las privadas y mejorando la calidad de la educación. Estos cambios en la gestión de la educación refuerzan la descentralización; y se he tomado la hipótesis de que la educación es una fuente mayor de equidad social como una de las principales motivaciones de esta reforma.

El desarrollo de estrategias pedagógicas acordes con las transformaciones propuestas, el establecimiento de mecanismos jurídicos que posibiliten la reestructuración parcial o en algunos casos total de los sistemas educativos, el aumento en la asignación de recursos y la opción por préstamos internacionales para poner en marcha y sostener estos procesos, son otras de las características del actual cambio educativo. Asumir la educación como política de Estado trascendiendo las reformas correspondientes a períodos gubernamentales, así como la voluntad política que las fundamente y las haga posibles, han sido reconocidas como condiciones indispensables.

En las ultimas décadas América Latina conocí indudables avances macroeconómicos que se dieron junto con la construcción de sistemas representativos de gobierno elegidos por votaciones universales y periódicas. Estos datos llegaron a generar reiteradas expresiones de optimismo por el presente y el futuro en gobiernos de la región y en organismos de regulación económica y de financiamiento internacional.

Sin embargo, una década después de aplicar las recetas de la desregulación y de la privatización, las desigualdades sociales han crecido a ritmos tan alarmantes que la pobreza y el desempleo crecientes son considerados principales factores de riesgo para los actuales procesos de democratización política y de apertura económica.

En América Latina la división de la sociedad se da en proporciones extremadamente graves: el 10% más rico ha incrementado sus ingresos treinta veces más que los más pobres en la escala social. La distribución del ingreso ha sido regresiva incluso en países con amplias clases medias. El trabajo infantil ha aumentado considerablemente. Los 20 millones de menores de edad que trabajan en América Latina representan el 8% del total en el mundo. América Latina es la región del mundo con peor distribución del ingreso y con mayor concentración de riqueza. A ello se suma la fractura social de raíz étnica y económica como expresión de sociedades y regímenes políticos excluyentes.

Educación y pobreza

Las desigualdades educativas son producidas por un conjunto de factores externos a los sistemas educativos.

Un análisis empírico que vincula la educación con la desigualdad y el crecimiento en América Latina asocia el alto grado de desnivel del ingreso en la región con la creciente brecha educativa generada por los conocidos índices de fracaso y de deserción escolar y por la mayoritaria escasa escolaridad de la fuerza de trabajo.

Carlos Muñoz Izquierdo y Manuel Ulloa, apoyándose en la experiencia mexicana, señalan que estas desigualdades se vinculan con factores como: la educación que se ofrece a los estratos sociales de menores recursos está pauperizada, no es administrada de acuerdo con los intereses de esos sectores y refuerza las desigualdades sociales preexistentes; los currículos, habiendo sido diseñados de acuerdo con las características culturales y las necesidades sociales de los países dominantes, no son relevantes para los sectores sociales de los países dependientes, cuyas distintas culturas no son consideradas; los sectores sociales menos favorecidos reciben una educación por medio de procedimientos y a través de docentes que fueron preparados para responder a los requerimientos de otros sectores también integrantes de las sociedades de las que aquéllos forman parte.
El capital educativo mínimo, en términos de acceso al bienestar y al correspondiente ingreso laboral, demanda completar el ciclo secundario y cursar por lo menos 12 años de estudios. Cuando se ingresa al mercado laboral sin haber completado la secundaria, uno a tres años más de estudio no influyen mayormente en la remuneración percibida, y en la mayoría de los casos de poco sirven para salir de la pobreza.

Aldo Solari señala tres bases fundamentales de política para abordar la desigualdad educativa: universalizar la educación primaria o básica; la educación debe ser igualmente distribuida o lo más igualmente posible; un proceso de expansión constante de la cobertura educacional.

La educación por sí sola no basta para superar dichas iniquidades. La integración de políticas educativas con otras económicas y sociales orientadas a atacar conjuntamente las desigualdades anteriores deviene, entonces, en estrategia y en acción indispensables. 

La pobreza y la desigualdad crecientes tienen claras expresiones en dificultades en el acceso a la educación y en los bajos resultados educativos de los pobres. Para referirse a contextos desarrollados se ha acuñado la expresión «bomba de tiempo pedagógica» para aludir a los hijos de personas analfabetas o con baja escolaridad. En los países latinoamericanos los efectos de dicha bomba produce más excluidos. 

Concretar el derecho impostergable a una educación de calidad a lo largo de toda la vida supone ahora un doble imperativo: disminuir o superar las crecientes condiciones de pobreza para mayorías nacionales y tomar en cuenta las exigencias propias de los procesos de globalización y de modernización en estas sociedades.

Se tiene que asociar las actuales estrategias de transformación educativa al enfrentamiento de las que se consideran principales expresiones educativas de la pobreza: las oportunidades de estudio y exclusión educativa en cuanto a acceso, permanencia y eficiencia; el analfabetismo; las desigualdades en los propios sistemas educativos; y la situación docente.
Es evidente que la notable expansión de la matrícula escolar constituye uno de los principales logros de los sistemas educativos en las últimas décadas; en 1994 alrededor de 55% de los niños y joven latinoamericanos asistían a una institución educativa, en comparación con un 46% registrado 30 años antes. El ideal de «primaria para todos» estaría muy próximo a alcanzarse, y con 9 de cada 10 niños asistiendo a escuelas primarias la reducción del analfabetismo adulto debiera ser significativa.

No obstante estos avances los grandes y efectivos esfuerzos realizados en la región para ampliar la cobertura educativa no son suficientes. Los sistemas educativos y los procesos socioeconómicos imperantes muestran la imposibilidad de crear bases más homogéneas de cultura integradora y de poder retener en el ciclo escolar a un mayor número de niños y jóvenes. Dicha expansión presenta, por lo demás, elementos de desigualdad y de falta de equidad distributiva. 

Un fenómeno adicional y condicionante es el de la estratificación de los establecimientos educacionales, que genera procesos pedagógicos diversos. Las escuelas de más prestigio atraen a los mejores maestros y acceden a superiores recursos, generándose circuitos de reproducción de inequidades en desmedro de los más pobres.

El medio rural y las poblaciones indígenas han avanzado mucho menos en lo educativo que las áreas urbanas y las etnias dominantes.

Las comunidades o movimientos campesinos no tienen muchas posibilidades de presión y de negociación en beneficio propio.

Sigue siendo un problema complejo y de difícil solución optar por impulsar una educación indígena con características de educación bilingüe e intercultural. En términos cualitativos, los sistemas educativos indígenas no han logrado diferenciarse realmente de los nacionales: los programas, contenidos y métodos utilizados responden, por lo general, a tradiciones conceptuales y a prácticas y organizaciones pedagógicas derivadas de posiciones eurocéntricas.

La complejidad del problema es mucho mayor si se considera que la mayoría de los cerca de 400 grupos indígenas en América Latina todavía no poseen escritura ni alfabetos, y que hay desconocimiento en muchas poblaciones indígenas de que pueden escribir en sus propias lenguas. La persistencia de iniquidad de género se concentra en áreas rurales, particularmente en aquellas pobladas por comunidades indígenas. 

Las mujeres indígenas siguen siendo sistemáticamente excluidas de la educación. En el caso de niñas y jóvenes campesinas, muchas de ellas siguen siendo afectadas por la subestima que muestran sus padres respecto al valor personal y económico que pueda tener la educación de sus hijas.

Las desigualdades de origen social siguen siendo importantes. Es posible afirmar que los niños y las niñas procedentes de hogares con bajo nivel educativo de sus padres tienen mucho menor posibilidad de alcanzar niveles avanzados de escolaridad; la probabilidad de que los hijos repitan el bajo nivel educativo de sus padres puede ser en algunos casos del 58% y hasta el 60%. Otras cifras indican que 7 o más de cada 10 hijos de universitarios llegan a estudiar en universidades, mientras que sólo lo hacen 2 o menos de cada 10 hijos de personas con bajos niveles de educación.

Las conclusiones del primer Estudio Internacional Comparativo sobre Lenguaje, Matemáticas y Factores Asociados en Tercero y Cuarto Grado desarrollado por la UNESCO durante 1998 en 13 países de la región, junto con otros elementos, señalan la existencia de una relación directa entre el rendimiento académico y el estrato sociocultural de los niños; asimismo, que el rendimiento tiene una relación directa con la dotación de materiales didácticos, los procesos pedagógicos y el monto de insumos financieros destinados a la escuela; que el rendimiento de las escuelas rurales es menor al del promedio, con la excepción de un país; y que las escuelas de administración pública logran puntajes más bajos que las privadas en la mayoría de los países.

El analfabetismo es la máxima expresión de vulnerabilidad educativa; también está asociado a la ausencia de oportunidades de acceso a la escuela, y su problemática tiene relación con la baja calidad de la enseñanza escolar y con los fenómenos de repitencia y deserción. El fenómeno del analfabetismo «funcional» es uno de los principales resultados de esa situación.

Cifras de la UNESCO correspondientes a 1995 indican que América Latina tiene 43 millones de personas en condición de analfabetismo absoluto, y que la edad promedio de las personas analfabetas aumentó de 43 años en 1980 a 45 en 1995.

Han sido esporádicas las iniciativas dedicadas a enfrentar el analfabetismo como un problema que demanda múltiples actores y soluciones, y que no está centrado exclusivamente en las personas adultas. Uno de los principales obstáculos es la clara tendencia de minimizar y hasta ignorar el problema del analfabetismo y de la educación con jóvenes y adultos pobres en las prioridades de la acción educativa.

Hemos visto como los esfuerzos por ampliar la cobertura escolar y reducir la pobreza, no significaron necesariamente una reducción de la desigualdad. Las familias más pudientes invierten cada vez más en la educación de sus hijos, y los pobres tienden al rezago respecto a los primeros y a las oportunidades de educarse. Lo más grave es que el Estado ha reforzado esta tendencia invirtiendo en los últimos tres lustros más en los más ricos.

El crecimiento explosivo de la educación superior y la mayor capacidad de presión de sus estamentos desequilibraron todo esfuerzo por ser equitativos en la distribución por niveles de los siempre escasos recursos destinados a la educación.

En las dos últimas décadas el número de alumnos en la primaria creció un 16%, mientras que el de enseñanza superior en un 40%. El gasto público por alumno universitario como porcentaje del PIB per cápita es 7 veces mayor que el gasto por alumno de primaria; el nivel primario, que atiende al 72.6% de la matrícula, absorbe un 51% del presupuesto sectorial.

Dichas cifras agravan los niveles de desigualdad, pues hay evidencias de que son los más pudientes quienes tienen más acceso al nivel terciario. 

Hay cada vez mayor consenso en otorgar a la educación temprana o inicial el carácter de mecanismo educativo esencial en toda estrategia de superación del círculo vicioso de la pobreza. 

La importante expansión del nivel preescolar está aún muy lejos de cubrir el universo de niños y niñas que lo requiere. La cobertura del preescolar creció más durante la primera mitad de los ‘80 que durante la segunda, mientras que este decrecimiento se acentúa en los ‘90. Esta cobertura se ha un modo desigual, por ejemplo: En México, el Distrito Federal presenta una cobertura del 82%, mientras que Chiapas, con alta densidad indígena, sólo llega a un 38%.

El docente es factor esencial de la calidad educativa y es necesario procurar su mejor formación y capacitación, darle estímulos profesionales y atraer a la docencia a los más capaces propiciando un mayor protagonismo magisterial. La realidad constata, sin embargo, un grave deterioro en las condiciones de vida y de trabajo de los docentes, en la calidad y resultados de su desempeño y en su imagen y autoestima profesional.

Dicha situación contrasta con procesos de reforma educacional iniciados en la presente década que demandan innovar en el aula y asumir nuevas funciones a directores y al cuerpo docente, por lo general con doble jornada y con condiciones de trabajo no satisfactorias.

El heterogéneo nivel de calificación y los lugares donde son asignados los docentes repercute y agrava las desigualdades educativas; los menos calificados son destinados, por lo general, a áreas rurales.

4.2   En Chiapas 

Los pueblos indígenas de México, desde la independencia y después de la Revolución de 1910, no han experimentado un desarrollo equitativo en comparación con el resto de la sociedad. La desigualdad se manifiesta en el alto grado de marginación de los estados que tienen población indígena, como son: Chiapas, Oaxaca, Guerrero, Hidalgo, Yucatán, Campeche, Veracruz y San Luis Potosí. En estos ocho estados se localiza cerca del 80 por ciento de la población identificada como indígena. 

La baja inversión, durante los últimos 50 años en los territorios indígenas, se refleja en la falta de trabajo remunerado, lo que no ocurre en el norte de México. Lo anterior determina que cientos de miles de indígenas se encuentren laborando en una relación de casi servidumbre en fincas y ranchos, como es el caso de los indígenas de Chiapas en las grandes fincas cafetaleras. También son sujetos de maltrato por las instancias que se dedican a aplicar la ley, en gran parte por el alto grado de monolingüismo que aún persiste entre la población indígena. 

Al inicio de la invasión europea, los españoles encontraron en los valles centrales de México una organización educativa implantada por los aztecas de acuerdo con la condición social de los alumnos Los macehualtin (plebeyos) tenían fundamentalmente dos tipos de escuelas: una, la de los buenos modales, y otra, la de la destreza para entrenarse para el ejército; pero también había otros centros educativos, como el cuicacalli o "casa del canto". Los pipiltin (los aristócratas) se capacitaban para ser sacerdotes, arquitectos, pintores, médicos, poetas, cantores, militares. La escuela de los nobles era el calmécac, donde se preparaba a las nuevas generaciones para ocupar los más altos cargos dentro del sacerdocio, el ejército, la justicia y la burocracia. Para ello profundizaban en el conocimiento de la religión, la lectura y la escritura de los códices, la astronomía y las leyes. 
La conquista, a través de la castellanización, se propuso unificar el idioma en toda la Nueva España. En 1528, fray Juan de Zumárraga fundó el Colegio de Santa Cruz de Tlatelolco a fin de que los indígenas pudieran capacitarse para vivir dentro del sistema colonial. Sin embargo, los defensores de los indios debatieron sobre la importancia del reconocimiento a sus lenguas y culturas. A partir de entonces, la política educativa y, por consiguiente del lenguaje, se manifestó contraria a respetar y conservar los sistemas propios de los pueblos indígenas, quienes —en el aislamiento— mantuvieron la educación en sus familias y comunidades. La educación formal sólo estaba destinada a formar los cuadros de los criollos y de los colonos españoles. 

México, a partir de su independencia, en 1825, se abocó a la construcción del Estado nacional, reconociendo a todos sus ciudadanos iguales ante la ley, principio adoptado de la Revolución Francesa. Paralelamente a este principio se inició la construcción de una identidad nacional homogénea, sin valorar que México, estaba poblado por una diversidad de culturas, con procesos históricos de más de 5 mil años. 

Desde entonces la política lingüística seguida por liberales y conservadores ha persistido en el proyecto de erradicar sistemáticamente las lenguas indígenas. Se las calificó en forma despectiva, con una carga de discriminación racial, de "dialectos". 

A partir de la Revolución Mexicana, la acción educativa dirigida a la población indígena se inició hacia 1923 y se extendió hasta 1950, bajo la tesis de la incorporación y la asimilación, negando así el desarrollo de la cultura de los pueblos indígenas. En 1923 se estableció el Departamento de Educación y Cultura Indígena con la finalidad de alfabetizar y castellanizar. Estas acciones se consolidaron con las Casas del Pueblo, que posteriormente se convirtieron en la Escuela Rural Mexicana, reforzadas por las Misiones Culturales. Su intención reformadora se sustentó en una ideología social que niega la civilización mesoamericana y refuerza la herencia hispanista sobre la base de una evolución lineal de corte europeo. 

En 1926 se fundó, en la ciudad de México, la Casa del Estudiante Indígena. Por medio de esta institución se esperaba que los indios no sólo asistieran a las escuelas, sino que también estuvieran en contacto diario con criollos y mestizos. El progreso de México se alcanzaría con la integración de los indígenas. 

En 1932, siguiendo el modelo de la Casa del Estudiante Indígena, se crearon 11 internados de Educación Indígena bajo la misma tesis, que buscaba su incorporación cultural y lingüística con una metodología directa de utilización exclusiva del castellano y negando el uso de las lenguas vernáculas. 

En 1936, siguiendo el modelo de los Estados Unidos, se creó el Departamento Autónomo de Asuntos Indígenas, cuya filosofía plantea la necesidad de "mexicanizar al indio y no indianizar a México". Para ello expandieron los internados indígenas a 33 con cerca de 3 000 alumnos. A fin de apoyar esta orientación, se creó la Escuela Nacional de Antropología y la Escuela de Medicina Rural, las que tendrían como objetivo consolidar la incorporación de los pueblos indígenas. 

Paralela a esta política, en 1939 se convocó a la Primera Asamblea de Filólogos y Lingüistas, quienes recomendaron el uso de las lenguas nativas en la alfabetización de los adultos indígenas y en el inicio del proceso de enseñanza-aprendizaje de los niños indígenas, así como utilizar maestros indígenas. Sobre esta base se instrumentaron dos proyectos pilotos, uno en la región purépecha de Michoacán y otro en la rarámuri (Tarahumara), y el surgimiento del Instituto de Alfabetización para Indígenas Monolingües. Esta tendencia educativa, puesta en práctica a partir de 1940 con la tesis asimilacionista, se empezó a confrontar con los planteamientos de respeto a las lenguas indígenas. 

Al celebrarse en 1940 el Primer Congreso Indigenista Interamericano, los participantes de los países americanos concluyeron que en el proceso educativo de los indígenas debería tomarse en cuenta la lengua, la cultura, la personalidad de los educandos y capacitar a maestros indígenas. Para 1963 se contaba sólo con 350 maestros indígenas en 11 regiones interculturales indígenas. En 1963, la Sexta Asamblea Nacional de Educación recomendó la utilización de métodos bilingües utilizados por maestros y promotores de los propios pueblos indígenas, creándose para ello el Servicio Nacional de Promotores Culturales y Maestros Bilingües. El sistema se expandió y para 1970 se contaba con cerca de 4 000 maestros bilingües. 

En 1971 se creó, dentro de la Secretaría de Educación Pública, la Dirección General de Educación Extraescolar del Medio Indígena; se reordenaron los distintos servicios educativos que habían quedado dispersos y se institucionalizó el empleo de maestros bilingües. Sin embargo, la educación básica para niños indígenas mantiene hasta la fecha el control de miles de escuelas en regiones indígenas donde persiste la tesis integracionista. 

En 1978 se fundó la Dirección General de Educación Indígena como parte del Sistema Formal Nacional de Educación Básica y en 1993 la Ley General de Educación menciona que entre sus tareas está la de promover, mediante la enseñanza de la lengua nacional (el castellano), un idioma común para todos los mexicanos, sin menoscabo de proteger y promover el desarrollo de las lenguas indígenas. 

En ese mismo período se crearon programas especiales de educación para los pueblos indígenas, como en Chiapas (PRODECH) y Oaxaca (IISEO), que estaban orientados principalmente a la educación directa de los niños en castellano. 
Calidad de la educación indígena

Las condiciones de desigualdad en que viven los pueblos indígenas, respecto al resto de la sociedad, también se reflejan en la educación. El Censo de 1990 dio a conocer la cifra de por lo menos 13.179 localidades con una densidad de 70% y más de hablantes de lengua indígena y una población de 4 millones de personas, cuyo índice de analfabetismo, entre los 15 años y más, fue del 46.6%, casi cuatro veces más que el promedio nacional, que es de 12.4%. 

El resultado de las políticas lingüísticas fue el aprendizaje del español entre los habitantes indígenas, como lo demuestran las cifras de los diferentes censos de población. En 1930 se registró como bilingües a un millón de personas (de un total de 2.300.000 indígenas) y en 1990 a más de 4 millones, de un total de 6.8 millones anotados como indígenas. 

Según el Censo General de Población de 1990 sabemos que por lo menos 1.400.000 niños en edad escolar hablan alguna lengua indígena; de ellos, 250.856 son monolingües en lengua indígena.

El Consejo Nacional de Fomento Educativo, creado en 1987, tiene un sistema de educación bilingüe para niños indígenas en comunidades menores de 200 habitantes. Para ello utiliza a jóvenes indígenas que han egresado del nivel medio superior (secundaria). Actualmente opera en 2 000 localidades. No se sabe con precisión cuántos niños indígenas no reciben servicios educativos, pero, de acuerdo con las estimaciones hechas por el Instituto Nacional Indigenista, en los municipios con más de 70 por ciento de población indígena no asiste a la escuela el 28.32 por ciento de los niños en edad escolar.

En las primarias bilingües se ha informado una eficiencia terminal cercana al 30 por ciento, mientras que a nivel nacional se habla de un 60 por ciento: la cobertura aún no es suficiente y la calidad todavía no es la deseada. A fin de elevar la calidad de la educación bilingüe, se iniciaron los programas para elaborar materiales didácticos en las distintas lenguas indígenas con contenidos de las propias culturas. 

Si bien la política educativa del gobierno ha venido tímidamente incorporando metodologías y programas dirigidos a la población indígena, tomando en cuenta las nuevas corrientes pedagógicas en la enseñanza bilingüe, en el sentido de apoyar el desarrollo de las etnias, revalorizando su cultura, su identidad, acorde con la situación histórica de cada etnia; enfrenta una serie de obstáculos: los maestros indígenas bilingües se caracterizan por su deficiente capacitación, no cuentan con una formación pedagógica adecuada para desarrollar programas tan ambiciosos de una educación bilingüe bicultural o intercultural; la mayoría de los maestros bilingües aculturados se resisten a poner en práctica los programas bilingües para dar prioridad al español; en el ámbito de las comunidades, la lengua indígena aún es considerada inferior y unos padres de familia se oponen a que sus hijos sean educados en su propia lengua; una buena parte de las escuelas del medio indígena carecen de materiales didácticos adecuados; la calidad del servicio educativo en las comunidades indígenas continúa siendo deficiente.

Si un mayor número de indígenas hoy en día habla español, esto no significa el desplazamiento de la lengua indígena. El uso del español es muy limitado y se utiliza como vehículo de comunicación con la sociedad nacional; ya sea para realizar las transacciones comerciales necesarias, como en relación con las instituciones gubernamentales y en el mercado de trabajo. El uso de la lengua es una constante en la familia y en las relaciones comunales, como en las asambleas.

Aún existe una separación entre la educación formal, la escuela, y la educación informal que adquieren en el seno de la familia indígena, la que juega un papel importante en el mantenimiento de la identidad étnica. La posibilidad de consolidar conocimientos a partir de la lengua indígena se encuentra lejana por el momento, porque no existen alfabetos, programas, diccionarios, ni vocabularios comunes. Los maestros indígenas que han sido sometidos a un proceso de aculturación, ahora tienen que realizar un proceso de aculturación a su cultura de origen. Y, por último, sigue vigente el prejuicio de la superioridad- inferioridad entre mestizos e indígenas. 

El índice de analfabetismo de la población indígena es muy alto (48.4%), sobre todo entre las mujeres (48,9% del total y 80% de las mayores de 65 años).

A la condición de analfabetismo se añade, en muchos casos, el desconocimiento del español, lo que coloca a los indígenas en una situación de mayor vulnerabilidad, al no poder relacionarse en un plano de igualdad con la población mestiza. Las mujeres son las más vulnerables, por ser el grupo con mayor grado de monolingüismo y, por tanto, de analfabetismo. De 10 niños indígenas que ingresan a la escuela, 4 son mujeres, pero sólo 2 concluyen el 4º grado.

Ante esta realidad del multilingüismo nacional, los propios pueblos indígenas, así como el Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN), los maestros bilingües y las organizaciones y comunidades, en los congresos y asambleas, demandan el reconocimiento del uso de sus diferentes lenguas y culturas, y el control de sus instituciones políticas y sociales en un contexto de autonomía. Para elevar la calidad de la educación destinada a los indígenas, se requieren capacidades humanas especiales: la formación de etnolingüistas y de lingüistas que conozcan y analicen las lenguas en sus diversos contextos; y la formación de pedagogos indígenas bilingües de alto nivel.

En la realidad operan y coexisten dos sistemas y metodologías antagónicos y contradictorios: uno, la educación directa en castellano, que utiliza un discurso de educación bilingüe; otro, que cada vez cobra mayor difusión, es el de la educación bilingüe e intercultural, que significa que los pueblos indígenas desarrollen su historia, su cultura su lengua y, además, accedan al conocimiento universal. Las lenguas indígenas rara vez se utilizan después del tercer grado de primaria y muy poco se fomenta su uso en los medios de comunicación, en la literatura, en el cine, en el teatro. 

Las perspectivas de una política educativa dirigida a la población indígena implican un reconocimiento de la educación informal que se imparte en el seno de la familia (costumbres, valores, tradiciones medicinales, música, formas de organización). La escuela, como institución, ha logrado penetrar y establecerse con plena aceptación de la población indígena; es valorada como un símbolo de prestigio.

Educación autónoma

Cuando se levanto el EZLN en 1994 una de sus principales demandas fue la educación; ese levantamiento generó prácticas educativas autónomas como el sistema zapatista que se imparte en primarias y secundarias con el programa “Semillita del Sol”: un sistema educativo que ofrece una alternativa al sistema educativo del gobierno.

Para las comunidades indígenas zapatistas, la educación del Estado ha sido una forma mas de maltratarlos, de negarles su cultura y sus derechos. La Comisión Regional de Educación explica por que decidieron formar un sistema de educación autónoma y que significa: “La relación entre la educación y la autonomía es porque tenemos un sistema de educación autónoma. Así podemos enseñar entre nosotros como nosotros quisiéramos. Reflexionamos como nosotros queremos aprender y así enseñamos. Esta basado en la autonomía y es diferente de la educación gubernamental porque dentro de la educación del gobierno enseñan en solo un idioma español y nosotros queremos poder aprender en nuestra propia lengua. En su idioma de ellos, eso nos obliga hablar su idioma y nos obliga aprender sus ideas. (…) Porque en la educación oficial puede ser que se pierde la cultura y los niños indígenas ya no van a conocer su cultura. Después se sienten una vergüenza de ser indígena(s).”.

Además del rechazo de la cultura indígena, hay varias quejas concretas sobre muchos de los maestros oficiales: que maltratan a los niños, que no enseñan en la lengua materna, que trabajan por un sueldo y no por convicción, además que llegaban pocos días de la semana. 

Los promotores de educación son los maestros comunitarios, son los que llevan a cabo la educación autónoma, son los que enseñan a los niños en sus propias comunidades.

El primer paso hacia la formación de un sistema de educación autónoma fue identificar lo que no les gustó de la educación del gobierno: el maltrato de los niños, la falta de respeto para la cultura y el idioma indígena, y que la educación oficial funciona como vehículo para introducir las ideas del gobierno. Otro paso fue valorar el conocimiento que tiene la gente indígena que no viene de las escuelas del gobierno; al contrario, entre ellos mismos aprendieron: aprendieron por estar organizados y por la lucha indígena.

Uno de los obstáculos en la construcción de una educación autónoma es la dificultad de nombrar maestros comunitarios si no aprendieron mucho en la educación oficial. Algunas comunidades siguen enfrentando dificultades en nombrar su promotor de educación.

Un momento muy importante en la historia de la educación autónoma fue la decisión de ya no aceptar la presencia de los maestros oficiales de las comunidades y establecer la educación autonomía como la educación principal en la región autónoma. Aproximadamente la mitad de las comunidades en los municipios autónomos tienen un maestro comunitario. En algunas comunidades donde hay divisiones entre bases de apoyo del EZLN y priistas, siguen con maestros oficiales. Y hay otras comunidades donde los niños siguen sin escuela.

Para que la educación realmente apoye a la autonomía los municipios autónomos ha decidido que la educación autónoma tiene que estar basada en la cultura indígena. Esto incluye enseñanza en la lengua materna y la importancia que tiene la tierra dentro de la cultura indígena. También incluye enseñar el respeto como un valor fundamental en la cultura indígena. Hay muchas cosas de estas culturas que ya se han perdido, costumbres que tenían los padres y abuelos.

La educación autónoma entiende que la educación forma parte de la vida comunitaria, y tiene que fortalecer el respeto, lo cual es un eje central de la cultura indígena.
Las mujeres históricamente no han tenido acceso a la educación y esto es una de las causas básicas por la desigualdad actual entre el hombre y la mujer. Se ha reconocido que la cuestión de la participación y derechos de la mujer se tiene que contemplar dentro de la educación autónoma. Pero es una cuestión profunda, y, en muchas de las escuelas autónomas, la mayoría de los alumnos siguen siendo niños. Además el numero de las promotoras de educación es muy más bajo de los promotores.

La estructura de la educación autónoma incluye promotores de educación en cada comunidad, un comité de educación que promueve la educación también en cada comunidad, y una comisión regional de educación que coordina el trabajo de educación en toda la región.

Estar en la resistencia zapatista implica no recibir ni la educación oficial ni recursos económicos del estado. Hay planes para buscar ingresos de la economía local y regional para apoyar a la educación autónoma pero hasta ahora, la educación autónoma ha dependido en el apoyo de la sociedad civil nacional e internacional para mantener las escuelas autónomas.

No recibir apoyo económico del gobierno también implica no tener salarios para los maestros comunitarios. Además, la decisión de no darle un salario al promotor de educación tiene que ver con el sistema de cargos públicos: todos los cargos se consideran un beneficio al pueblo y no están pagados. En este caso, realizar la autonomía significa buscar la forma de apoyar, de como mantener el promotor de educación por su trabajo diario con los niños. Este acuerdo ha funcionado mejor en algunas comunidades que otras. En algunos pueblos se respeta el acuerdo y la comunidad da maíz y frijol o trabaja la milpa del educador. En otras comunidades, este acuerdo no se cumple. La autonomía implica romper con todas las relaciones históricas de paternalismo y dependencia, pero a veces les cuesta mucho a las mismas comunidades acostumbrarse a la idea de tener que apoyar al educador cuando antes el gobierno siempre pagaba el salario del maestro. Pero es muy difícil para los promotores que no tienen el apoyo de su comunidad seguir trabajando de educador y no desanimarse.

Se sabe que el proceso de construir un sistema de educación autónoma es un camino bastante largo, como la construcción de autonomía en general. Pero se ha logrado mucho: se ha logrado definir la educación como un eje elemental dentro de la lucha por la autonomía y se han logrado pasos concretos y muy importantes hacia la creación de un sistema de educación alternativa. 

5. Usos y Costumbres

En comunidad indígenas dispersas a lo largo y ancho del México, los Pueblos Indígenas siguen practicando formas propias de autogobierno y rigiéndose por sus sistemas normativos, conocido como “usos y costumbres”. La clave de la persistencia de estos sistemas normativos en las comunidades indígenas no radica en su marginación ni en falta de interés por parte de las elites por integrarlos en el proyecto nacional. Aunque estos elementos claramente existen, no bastan para explicar la sobrevivencia de formas especificas de gobierno indígena hoy, y mucho menos, su renovación y resurgimiento. De fundo existe una decisión consciente por parte de los pueblos indígenas de conservar sus propias normas y de crear y defender su identidad distinta.

El término “usos y costumbres” no se refiere a un código informal de creencias religiosas, culturales y sociales sino a un sistema de normas colectivas que ha sido integrado en las comunidades indígenas tras los siglos.

5.1   La innovación de la tradición

La fuerza  actual de la identidad y organización indígenas en México se ve a través de la historia como un hilo continuo de resistencia a la imposición de formas ajenas. 
El lugar de la comunidad

Una constante en los estudios y la literatura indígena es el lugar central de la comunidad, tanto en su vida cotidiana como en su cosmovisión.  Esto es también uno de los puntos de mayor discusión entre los antropólogos, porque no todo el mundo está de acuerdo en esta interpretación de lo que es la comunidad indígena, ni mucho menos en su origen, su historia o su futuro.

 Floriberto Díaz define la comunidad “para nosotros, los propios indios” como un espacio territorial demarcado y definido por la posesión, una historia común que circula de boca en boca y de una generación a otra, una variante la lengua del Pueblo, una organización que define lo político, cultural, social, civil, económico y religioso, un sistema comunitario de procuración y administración de justicia.

Díaz insiste que la comunidad se define más allá de sus aspectos físicos o funciones básicas; define la comunidad como un foro para el desarrollo humano, conjunto con el mundo natural, reflejando así un concepto fundamental de la cosmovisión indígena en muchas partes del mundo.

En la variante tlahuitoltepecana de ayuujk (una de las lenguas indígenas), la comunidad se describe como algo físico, aparentemente, con las palabras de najx (tierra) y kajp (pueblo); najx hace posible la existencia de kajp, pero kajp le da sentido a najx. A partir de aquí podemos entender la interpretación e interdependencia de ambos elementos y en este sentido se puede dar una definición primaria de la comunidad como el espacio en el cual las personas realizan acciones de recreación y de transformación de la naturaleza, en tanto que la relación primaria es de la Tierra con la Gente, a través del trabajo.

Las diferencias principales entre la comunidad indígena y el concepto occidental de comunidad política, definida por Bobbio como “el grupo social con base territorial que reúne a los individuos ligados por la división de trabajo político… definido por la distancia entre gobernantes y gobernados”, es que en la primera las dimensiones de la comunidad política coinciden más o menos con la extensión de las relaciones ordinarias de la vida cotidiana. En la comunidad indígena los miembros de la comunidad comparten intereses, actividades y perspectivas, lo cual conforma un sentido de identidad compartido por los habitantes.

La comunidad indígena ha suscitado varias discusiones en torno a su significado: si la comunidad es fundamentalmente una creación prehispánica o colonial, si su desarrollo representa una evolución humana-social o una dinámica histórica especifica, y si algunas representaciones de la comunidad indígena caen en la especialización o mitificación de ésta.

La cuestión de las orígenes de la comunidad. Juan Pedro Viqueira recoge distintas posiciones para mostrar que características indias contemporáneas, consideradas legados del pasados prehispánico, son mitos que dominan el análisis de las comunidades indias. Critica sobre todo la tendencia de atribuir a la comunidad indígena un alto grado de homogeneidad, igualdad económica y consenso social: estudios recientes afirmen que las comunidades con las características mencionadas son una construcción ideal y no han existido en el pasado.

Otros autores defienden la permanencia de raíces prehispánicas en las comunidades india. Desde esta perspectiva, la jerarquía, el papel central de relaciones de parentesco, los ciclos agrarios y el vínculo con la tierra, la manera en que la comunidad se autodelimita y la construcción de identidades en el seno de la comunidad son constantes desde la época precolombina, y son también rasgos que definen a la comunidad actualmente.

Los estudios que enfatizan la ruptura entre antes la colonización y después concluyen que fueron tres los factores que cambiaron definitivamente las comunidades y contribuyeron a la construcción de la forma que tienen actualmente: las epidemias borraron poblaciones enteras y diezmaron muchas más, el proceso de colonización reubicó grandes sectores de la población, hube una imposición de formas políticas y sociales y la iglesia católica llegó a ser muy importante.

Otra perspectiva enfatiza las características indígenas que sobreviven en formas variadas y cambiantes y que constituyen tanto un elemento básico en la identidad de miles de mexicanos como una aportación innegable a la identidad nacional; el análisis de la cosmovisión indígena y las practicas comunitarias subrayan la manera en que la vida cotidiana refleja sus raíces prehispánicas en muchas comunidades indias.

La cuestión del desarrollo de la comunidad. Mientras algunos ven en la comunidad un espejo hacia un pasado autóctono otros ven una construcción histórica, sujeta a constantes modificaciones según las fuerzas externas y las dinámicas internas que enfrenta.

Evon S. Vogt vio en las comunidades de los Altos de Chiapas “una visión casi inalterada del pasado maya”; otros estudiosos antropológicos toman como premisa la existencia de sociedades indígenas “puras” que van civilizándose (o contaminándose) según el grado de contacto con el exterior.

Los mesoamericanistas defienden una perspectiva etnológicas sensible a los grandes procesos históricos implicados en la configuración y dinámica de Mesoamérica como un área cultural; analizan las continuidades entre las comunidades indias actuales y sus antecedentes en los tiempos pre-Conquista, evitando por un lado una visión totalizadora de la colonización y por otro lado el concepto de una pureza indígena antihistórica.

La cuestión de la mitificación. Una critica que viene movida por algunos autores es que hay una tendencia hacia la “especialización” o “mitificación” de la comunidad. La centralidad de ésta en la visión comunalista de la lucha indígena habría dado lugar a una justificación de practicas tradicionales, basadas en la supuesta conservación del pasado prehispánico.

Las formas de autogobierno de la comunidad deben de ser reconocidas como practicas en un proceso constante de cambio y cualquiera esfuerzo por conservar a los usos y costumbres como herencia precolombina puede ser contraproducente, como en el caso de obstaculizar la participación de la mujer.

El sistema de cargos

En muchas comunidades indígenas el sistema de cargos organiza e integra la vida municipal, así que en estas comunidades sus normas y oficios son factores importantes para la construcción de la autonomía y la reconstitución de sus pueblos indígenas.

El sistema de cargos es una forma compleja de autogobierno local que en muchas comunidades forma partes de los llamados “usos y costumbres”. Para algunos estudiosos  indios el término “usos y costumbres” es poco adecuado y mejor seria referirse a los sistemas normativos indígenas para señalar su validez política y jurídicas frente al sistema de derecho positivo.

El sistema de cargos regula la vida comunitaria para muchas comunidades indígenas así que el reconocimiento de ese sistema ha sido una demanda importante del movimiento indígena sobre todo en Chiapas. 

En México la comunidad y el municipio no son sinónimos en términos geopolíticos o culturales y pueden existir diferencias entre comunidades dentro el mismo municipio en composición étnica, sus practicas religiosas y su organización política.

A pesar de que existen una gran variedad de formas y practicas en el sistema de cargos entre una comunidad y otra, antropólogos concuerdan en sus rasgos fundamentales. El sistema de cargos está conformado por un cierto numero de cargos, o responsabilidades comunitarias, reconocidos y respetados por los miembros de la comunidad; los cargos se turnan entre los miembros adultos de la comunidad en forma rotativa; después el periodo del cargo, la persona regresa a sus actividades normales y no tiene que responsabilizarse de otro cargo por un tiempo relativamente largo. Los cargos no son remunerados y pueden absorber entre la mitad y la totalidad de las horas laborales.

Los cargos, en la mayoría de los casos, implican gastos personales. Los miembros de la comunidad que sirven de mayordomos, o en otros cargos, deben patrocinar parte de las fiestas religiosas y pagar otros gastos de la comunidad, además de apartarse de sus actividades económicas y agrícolas durante el tiempo que tome su mandato (generalmente un año).

Por otro lado reciben compensación en forma de prestigio dentro de la comunidad, y estos, prestigio y respecto, tienen un valor real y reconocido.

Las vidas religiosas y cívicas de la comunidad se entrelazan dentro de la cosmovisión indígena y en el transcurso de la vida la carrera de cargos alterna entre los religiosos y los cívicos. Los cargos políticos incluyen desde alcalde, regidores (administradores), encargados de educación y jueces hasta los primeros escalones de policías y mensajeros. Los puestos religiosos son más difíciles de entender por sus títulos porque no tienen contrapartes políticas conocidas en comunidades donde no hay sistema de cargos y están profundamente vinculados a los rituales comunitarios de la Iglesia. Estos cargos organizan y patrocinan las fiestas que constituyen el medio principal para el desarrollo y conservación de la identidad y cohesión comunitarias.

En muchas comunidades indígenas el sistema de cargos también integra los puestos de comisario asociados con bienes comunales o ejidales. Los ancianos ya no sirven en cargos y son respetados y consultados como autoridades locales.

Los cargos se dividen en cuatro categorías. El aguacil es el primer escalón donde un hombre joven empieza se servicio a la comunidad llevando a cabo tareas de mensajero, policía o custodio de inmuebles públicos. Después de casarse un hombre puede ser nominado mayordomo, estos son cargos exclusivamente religiosos e implican gastos significativos como el patrocinio de las fiestas. Siguen el regidor, cargo que combina tareas religiosas y políticas, el alcalde, que es el jefe de la administración local y representa a la comunidad en sus relaciones con otras comunidades y oficinas gubernamentales. Finalmente, el principal merece el más alto respecto de la comunidad, por haber pasado por todos los cargos y llegado a una posición de mucho prestigio por su historia de servicio comunitario.

La asamblea comunitaria. A primera vista el sistema de cargos puede aparecer muy jerárquico, pero tenemos que tomar en cuenta el carácter rotativo y que la autoridad máxima colectiva es la asamblea comunitaria. De hecho, a nivel normativo, el papel de las autoridades ha sido siempre presidir a las asambleas comunales, donde se tratan las cuestiones que afectan a la gente, y en que los mecanismos de toma de decisiones se basan por lo general en el consenso y no en la mayoría.

En las comunidades indígenas la asamblea general desempeña múltiples y diferentes funciones, más allá de la toma de decisiones comunitarias: tiene la facultad de encargar el poder a las personas nombradas para dar su servicio anual a la comunidad, las autoridades tienen que informar de todo lo que han hecho desde la ultima asamblea, es un espacio donde todo el mundo tiene derecho a la palabra.

El papel de las mujeres en las asambleas comunitarias varia desde una comunidad a la otra: en algunas asisten pero no pueden asistir, en otras pueden asumir cargos pero no pueden votar, en algunas más las decisiones sobre la votación se toman entre la pareja en la casa y el marido vota, y en otras las mujeres están excluidas de prácticamente todos los niveles de participación política.

La concepción de las autoridades como “recolectoras de las opiniones” en lugar de “los que dan orden” viene de una larga trayectoria indígena. Esta relación autoridad-miembros se refleja en los principios de poder enunciados por el Congreso Nacional Indígena: “servir, y no servirse; representar, y no suplir; construir, y no destruir; proponer, y no imponer; convencer, y no vencer; bajarse, y no subirse”.

Aun en lugares donde el sistema de cargos ha empezado a desintegrarse, la asamblea comunitaria sigue funcionando para la toma de decisiones básicas en la comunidad. Hay una relación entre la toma de decisiones comunitarias y la cosmovisión: las asambleas comunitarias constituyen la manera de construir consenso al interior de una comunidad y entre comunidades indígenas.

Cambios en los sistemas normativos indígenas

La pobreza, migración, políticas de asimilación y otras formas de exclusión social han provocado grandes cambios en los sistemas normativos de los pueblos indígenas en México. Floriberto Díaz señala al sistema educativo como factor principal en la perdida de algunas costumbres. Los miembros de la comunidad que tenían más educación formal impusieron reglas en la asamblea comunitaria para reducir el tiempo de discusión y poner orden al procedimiento.

El crecimiento demográfico, el desarrollo del protestantismo, las migraciones y la crisis económica son otros factores que contribuyeron en el debilitamiento del sistemas de cargos.

Por otro lado la fuerte emigración hacia los Estados Unidos ha permitido la entrada de ingresos que hacen posible cumplir con los cargos y gastos comunitarios que de otra manera hubiera sido imposible.

En los Acuerdos de San Andrés firmados por el EZLN y el Gobierno mexicano se reconocen el derecho a la autonomía y autogobierno de los pueblos indígenas.

Antropólogos mexicanos y dirigentes indigenistas han destacado los aspectos del sistema de cargos y los sistemas normativos indígenas que constituyen una defensa de los pueblos indios contra la asimilación de sus culturas y que permite el desarrollo de mecanismos comunitarios de solidaridad. El apoyo mutuo dentro de la comunidad, los tequios y las cooperaciones de los comuneros son fundamentales por el cumplimento de tareas básicas de infraestructuras y bienestar en la comunidad indígena.

Actualmente el sistema de cargos es una síntesis de la cristiandad colonial y las religiones prehispánicas y así expresa tanto la influencia de la iglesia católica como la supervivencia de las creencias prehispánicas.

5.2   Puntos de fricción

Las criticas en contra de los usos y costumbre, o sistemas normativos indígenas, se agrupan en dos ejes principales: la intolerancia religiosa y la discriminación en contra de la mujer.

La practica de la fusión de una cosmovisión religiosa con normas políticas y jurídicas es fundamental para la forma de autogobierno indígena. Los aspectos religiosos o sagrados de la jerarquía relacionan la comunidad entera a lo supernatural a través de sus representantes elegidos, quienes actúan como intermediarios entre la comunidad y la nación, y entre la cosmovisión y la religión locales y la Iglesia Católica.

El hecho de que el país fuera predominantemente católico llevó a que fueran pocos los conflictos religiosos dentro de las comunidades indígenas. La homogeneidad facilitó la integración de los cargos religiosos y políticos y fortaleció los compromisos con la comunidad y la armonía social.

Los efectos sociales y culturales de la conversión religiosa ya han cambiado el país: el censo de 1990 relevó 3.5 millones de mexicanos que se identifican como no-católicos: un millón más que en 1980. El crecimiento en las denominaciones protestantes en los pueblos rurales indígenas ha llevado a conflictos en donde se ven elementos de intolerancia religiosa, por un lado, y problemas en cumplir con el compromiso con la comunidad, por el otro.

La carencia de reglas para la armonización de la normatividad indígena y las leyes estatales y federales ha generado una serie de acuerdos improvisados entre las autoridades tradicionales, los protestantes y los funcionarios gubernamentales.

La discriminación en contra de la participación política de la mujer es una preocupación real. Las mismas mujeres indígenas están abanderando un proceso para cambiar los usos y costumbres que les perjudican. La ley de mujeres de los zapatistas dio un impulso a este trabajo.

Sin embargo, el problema no se reduce a la modificación de los usos y costumbres, ya que resulta en parte de la discriminación por genero que existe en la sociedad en general. El mismo sistema educativo nacional está muy lejos de superar el problema de discriminación por genero y el acceso inequitativo.

De toda forma, en las comunidades indígenas por diferencias en la división del trabajo las mujeres y los hombres pueden compartir ciertas funciones de manera no explícita: el trabajo y la responsabilidad del cargo se comparte entre la pareja.

6. Los acuerdos de San Andrés: el significado para la sociedad civil

El 16 de febrero de 1996, los representantes del Gobierno Federal Mexicano y del Ejército Zapatista de Liberación Nacional firmaron los primeros acuerdos de la llamada "Mesa de San Andrés", nombrada así porque su sede es la cabecera municipal de San Andrés Sacamch'en de Los Pobres, en Los Altos de Chiapas. En estos primeros acuerdos se reconocen buena parte de los derechos y la cultura de los pueblos indios de México.

El Diálogo de San Andrés ha significado profundas transformaciones en la manera de hacer política en México, por sus resultados y por su forma. Con su levantamiento armado del primero de enero de 1994 y con su decisión de escuchar a amplios sectores sociales, el Ejército Zapatista de Liberación Nacional abrió un espacio de encuentro y un camino de movilización y participación para la sociedad civil. 

Es importante entonces entender la forma particular de diálogo y negociación que permitió alcanzar acuerdos sobre Derechos y Cultura Indígena, y avanzar en su cumplimiento.

En San Andrés se construye una nueva forma de diálogo: con el gobierno y con la sociedad civil. Con el gobierno la negociación fue abierta y de cara a la sociedad. Sólo se llevaron a la negociación las propuestas que contaban con un amplio consenso entre los grupos, organizaciones y personalidades que participaron en el Diálogo: los zapatistas y la sociedad civil intentaron crearon ese espacio de discusión y construyeron juntos ese consenso.

Los Acuerdos de San Andrés inauguran un nuevo estilo de promover los cambios constitucionales: En vez de negociaciones ocultas y cupulares, o de foros controlados por las instancias gubernamentales, se va intentando alcanzar los consensos de los diversos espacios locales, y con la participación de todos los sectores involucrados en los problemas. 

En San Andrés se acordó establecer una nueva relación entre el Estado y los pueblos indígenas, en la que el gobierno federal se comprometió a normar sus acciones de acuerdo con los principios de libre determinación y autonomía, participación, pluralismo, sustentabilidad e integridad.

El Estado se comprometió a no intervenir unilateralmente en la organización interna ni en los asuntos que competen a los pueblos indígenas en torno al aprovechamiento de sus recursos ni a sus prioridades. Esta previsión obliga al Estado a impulsar el criterio de corresponsabilidad, en los programas, presupuestos y proyectos, lo que se traduce en la necesaria participación de los pueblos indígenas. 

Esta participación de los pueblos y comunidades en las acciones institucionales, en el diseño, operación y evaluación, debe ser impulsada por el Estado, el cual se empeña a respetar las formas de organización interna indígenas para fortalecer capacidad de los indios de ser los actores decisivos de su propio desarrollo.

En la politica del Estado tiene una revelancia particular el impeño a fomentar  en la sociedad una orientación pluralista, que combata activamente toda forma de discriminación y corrija las desigualdades económicas y sociales. 

Segundo el principio de sustentabilidad, se debe asegurar la perduración de la naturaleza y la necesidad de que el Estado, de común acuerdo con los pueblos, impulse acciones de rehabilitación de los territorios, y contribuya crear las condiciones que aseguren la sustentabilidad de las prácticas de producción y de vida. 

Señalando que el Estado debe impulsar la acción integral de las instituciones y niveles de gobierno que inciden en la vida de los pueblos, se tiene que preservar la integralidad,  evitando las prácticas parciales que fraccionen las políticas públicas. 

A partir de estos principios generales, que debieran hacerse extensivos al conjunto de municipios y comunidades en el campo y las ciudades, los Acuerdos de San Andrés introducen la posibilidad de construir una nueva relación entre gobernantes y gobernados. En los acuerdos se especifica el derecho de los pueblos indígenas a participar en todas las instancias de gobierno, estableciendo la obligación del Estado de garantizar y respetar dichos espacios. Estas conquistas se expresan en tres ámbitos: en la comunidad, en el municipio y en el diseño y aplicación de las políticas públicas. 

En las reformas a la Constitución se otorga a la comunidad el carácter de entidad de derecho público. Esto significa el reconocimiento de la personalidad jurídica de las comunidades no sólo en el terreno agrario, como ha sido hasta ahora, sino que se ampliarán sus competencias y atribuciones. 

Esta conquista resulta significativa para todos los municipios, rurales y urbanos, porque sólo las agencias municipales cuentan con un mínimo reconocimiento oficial; ni las colonias ni los barrios urbanos ni los núcleos de población rurales cuentan con ningún tipo de atribuciones ni formas de representación en los ayuntamientos. En la vida diaria, los barrios y los poblados son los ámbitos inmediatos donde los ciudadanos buscan agruparse y actuar para resolver sus problemas; la reconstitución de las comunidades puede convertirse en un primer espacio para reactivar la vida colectiva. 

En las reformas se establece que las autoridades quedan obligadas a realizar la transferencia de funciones y recursos a las comunidades, para que ellas mismas administren los recursos públicos que les corresponden. Además, las comunidades deben ser incorporadas en los ayuntamientos, nombrando a sus propios representantes. 
El principio de autodesarrollo plantea que las propias comunidades deben determinar sus proyectos y programas. Por ello es necesario incorporar en las legislaciones locales y federales los mecanismos para la participación ciudadana en todos los niveles, para que los proyectos de desarrollo se diseñen tomando en consideración las aspiraciones, necesidades y prioridades de las poblaciones involucradas. 

Las comunidades tienen derecho a designar libremente a sus representantes, tanto comunitarios como en los órganos de gobierno municipal, de conformidad con las instituciones y tradiciones de cada pueblo. Se establece, también, el derecho de las comunidades y municipios de asociarse con otras para la unión de esfuerzos y la coordinación de acciones, para optimizar sus recursos, impulsar proyectos de desarrollo regional y promover la defensa de sus intereses.

En los acuerdos se reconoce que es necesaria una remunicipalización, para adecuar las demarcaciones territoriales a los procesos sociales y culturales que se han desarrollado en ellas, y se establece que la remunicipalización deberá ser resultado de la consulta a las poblaciones involucradas. 

Los municipios indígenas conquistaron el reconocimiento a sus propias formas internas y democráticas de gobierno, como la toma de decisiones en asambleas, el cabildo abierto y la consulta popular. Estas formas resultan especialmente válidas para los municipios campesinos pequeños, donde es necesario desarrollar formas de democracia directa. 

Se acordó, además, que los agentes municipales y figuras afines (como jefe de tenencia, comisario municipal, etc.) sean electos por los propios habitantes, y no designados por los presidentes municipales. Los ciudadanos tendrán derecho a remover a sus representantes, en caso de que no cumplan o traicionen la confianza del pueblo. 

Los Acuerdos de San Andrés establecen que los ciudadanos deben tener el derecho a desconocer a sus autoridades municipales, y que los Congresos locales deben buscar los mecanismos para hacer respetar esta decisión. Se establece también la necesidad de reconocer el derecho de los ciudadanos a iniciar leyes o decretos, mediante propuestas a los Congresos locales, a través de sus autoridades municipales o por medio de la iniciativa popular.

Es de suma importancia destacar que se acordó legislar sobre los derechos de los pueblos a elegir a sus autoridades sin la necesaria participación de los partidos políticos. En este punto se abre la posibilidad de ganar el reconocimiento de las candidaturas independientes, para el conjunto de los ciudadanos. 

También es muy importante la reforma constitucional que plantea que los ayuntamientos le darán participación a los núcleos de población en los planes de desarrollo municipal y sobre todo que se establecerán mecanismos de participación ciudadana para coadyuvar con los ayuntamientos en la programación, ejercicio, evaluación y control de los recursos, incluidos los federales, que se destinen al desarrollo social. 

Por otra parte, se acordó desarrollar un proceso de descentralización de las facultades, funciones y recursos federales y estatales a los gobiernos municipales. 

Se estableció que los municipios tienen el derecho de asociarse libremente entre sí para coordinarse y emprender acciones regionales que optimicen sus esfuerzos y recursos, aumentando así su capacidad de gestión y desarrollo. Las autoridades quedan obligadas a transferir los recursos, para que ellos mismos administren los fondos públicos que les corresponden. Esto resulta muy importante tanto para los municipios conurbados como para los rurales, ya que pueden emprender programas de desarrollo o de manejo sustentable de recursos en una escala que rebasa el ámbito municipal. 

La nueva relación entre los pueblos indígenas y el Estado debe basarse en los principios de la consulta y acuerdo, y en la descentralización democrática. Por tanto, las políticas, leyes, programas y acciones públicas deben ser consultadas con los pueblos. 

Puesto que las políticas públicas no sólo deben ser concebidas con los propios pueblos, sino implementadas con ellos, las actuales instituciones de desarrollo social deben transformarse en otras que conciban y operen conjunta y concertadamente con el Estado los propios pueblos.

Los derechos colectivos

Los acuerdos de San Andrés tienen como eje el reconocimiento y el fortalecimiento de los derechos colectivos de los pueblos y comunidades indígenas. Se trata de derechos particulares de los campesinos, los migrantes, las mujeres y en materia educativa. 

En San Andrés se acordó "legislar para que se garantice la protección a la integridad de las tierras de los grupos indígenas"; y en las reformas constitucionales se estableció el reconocimiento de los derechos colectivos a sus tierras y territorios. 

En materia agraria, los avances más significativos que pueden ser reclamados por los campesinos mestizos se refieren al compromiso del Estado con el desarrollo sustentable. 

Se acordó impulsar el reconocimiento en la legislación del derecho de los pueblos y comunidades a recibir la indemnización correspondiente, cuando la explotación de los recursos naturales que el Estado realice ocasione daños en su hábitat que vulneren su reproducción cultural. Para los casos en que el daño ya se hubiera causado, se promoverá el establecimiento de mecanismos de revisión que permitan que de manera conjunta, el Estado y los afectados analicen el caso concreto. En ambos casos, los mecanismos compensatorios buscarán asegurar el desarrollo sustentable de los pueblos y comunidades. 

Se establece también la necesidad de reglamentar un orden de preferencia que privilegie a las comunidades en el otorgamiento de concesiones para obtener los beneficios de la explotación y el aprovechamiento de los recursos naturales. 

El Estado debe impulsar políticas sociales específicas para proteger a los migrantes, tanto en el territorio nacional como más allá de las fronteras, con acciones institucionales de apoyo al trabajo y educación de las mujeres, y de salud y educación de niños y jóvenes. En las regiones rurales, dichas políticas deberán estar coordinadas en las zonas de aportación y de atracción de jornaleros agrícolas. 

Las mujeres indígenas conquistaron en San Andrés el reconocimiento a su derecho a participar en condiciones de equidad con el varón en todo lo concerniente al gobierno y al desarrollo de los pueblos indígenas, teniendo intervención prioritaria en los proyectos económicos, educativos y de salud que le sean específicos. 

Se acordó que el Estado debe asegurar una educación que respete y aproveche los saberes de los pueblos; y que garantice su participación en la organización y formulación de los contenidos regionales y sobre diversidad cultural, que deberán ser incorporados a los planes y programas de estudio. 

7. note armoniche di composizione
Come sono finito a frequentare un corso sull’America Latina può essere un mistero che ci metterò molto e decifrare. Sicuramente le cause vanno ricercate tra i libri di Isabel Allende, Gabriel García Márquez e i diari del Che.

Informarmi, studiare e scrivere sopra popoli così lontani nello spazio e nelle differenze culturali, mi ha aiutato a scoprire che il mondo possiede confini molto più ampi di quanto sia possibile vedere dalla finistre di una università.

Iniziai il corso con molti dubbi, la mia preparazione era carente sia nel campo della politica, sia per quanto riguarda la storia dell’America Latina. Addentrarmi contemporaneamente in questi due mondi è stata una esperienza di crescita, prima ancora che di conoscenza.

Spero che questo non sia solo l’inizio di uno studio che mi possa portare lontano, nello spazio e nell’apertura mentale.

...e il sogno continua...
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